“Desafíos de la política pública de drogas consagrada en la línea proteccionista de los derechos humanos”

En el marco de la política pública de drogas en la República del Ecuador, la cual tiene como eje principal al Ser Humano, el fenómeno socio-económico de las drogas, es abordado de manera integral reconociendo que las adicciones son un problema de salud pública y con enfoque de derechos humanos. Es necesario recordar que el consumo problemático de drogas, en particular en aquellas sustancias consideradas como ilícitas, se encuentra muchas veces (no en todos los casos) relacionados con prejuicios, pobreza, desigualdades sociales, abuso en la infancia, privación de libertad, enfermedades transmisibles, violencia de género, familias disfuncionales y/o delincuencia, entre otros. 

En este sentido, el  abordaje integral en los contextos: biológico, psicológico, emocional, jurídico, social y cultural, se realiza en cumplimiento a lo que estipula la Ley Orgánica de Prevención Integral del Fenómeno Socio Económico de las Drogas y de Regulación y Control del Uso de Sustancias Catalogadas Sujetas a Fiscalización, que junto a  la ciencia de la prevención basada en evidencia científica, busca  retrasar y reducir la edad de inicio del relacionamiento del individuo con las drogas y aportan a la detección temprana y diagnósticos situacionales; así, como facilitan la planificación de actividades en los ámbitos de prevención integral en: salud, educación, educación superior, laboral, comunitario familiar, cultural, recreativo y deportivo, comunicacional, desarrollo alternativo preventivo y desarrollo alternativo integral y sostenible. 

El tráfico de drogas en ocasiones está relacionado en mayor o menor grado al consumo, por tanto desde la representación del sistema judicial, esta forma de entender la problemática ha generado nuevos retos para el país, a fin de mejorar la intervención con modalidades terapéuticas con equipos transdisciplinarios profesionalizados, para los adolescentes infractores y las personas privadas de libertad que constituyen grupos de atención prioritaria, con sus respectivas alternativas o medidas sustitutivas. En la reducción de riesgos y daños se ha hecho esfuerzos para erradicar la criminalización, discriminación y estigmatización, mediante la gestión técnica y operativa de quienes ejercen la política de rehabilitación social.

Frente a la atención, tratamiento, rehabilitación y re-inserción social, por parte de los equipos técnicos profesionales multidisciplinarios, uno de los desafíos es promover un re-aprendizaje social que conduzca a una práctica abierta, inclusiva, empática e imparcial, en torno a los derechos humanos de las personas usuarias o consumidoras de drogas, que facilitará el acceso a la salud, al bienestar con estilos de vida saludables en su entorno individual, familiar y comunitario; con iniciativas en reducción de la demanda eficaces, integrales y basadas en evidencia científica, intercambio de buenas prácticas internacionales, con el fin de asegurar mayores probabilidades de éxito.

Con los antecedentes expuestos, consideramos que los desafíos se enmarcan en las siguientes acciones:

1. Reconocer las competencias políticas desde la corresponsabilidad de las dependencias del Estado, organizaciones de hecho y derecho y la comunidad.
En la Constitución de la República del Ecuador, se empodera la línea garantista como eje transversal para la vigencia de los derechos humanos: económicos, sociales, culturales, colectivos, por grupos de población ante este indicio se reafirma que las personas usuarias y sus familias son sujetos plenos de derecho, y que el Estado tiene la obligación de respetar, proteger, garantizar y promover sus derechos, sin distinción alguna. 

2.
Crear espacios permanentes de concertación, generación de diálogo y realimentación de las consecuencias del fenómeno.

Propiciar mayores espacios para la coparticipación y empoderamiento de la sociedad civil, que desde su punto de vista aporte en la revisión de disposiciones concernientes al consumo, posesión, cultivo de drogas y en temas de seguridad ciudadana, desde la perspectiva de los derechos humanos.

Con los comités cantonales y provinciales coordinar acciones inclusivas para las personas y pueblos indígenas, que se encuentran en especial situación de vulnerabilidad. En particular, a través del derecho internacional de los derechos humanos se les ha reconocido su derecho a no ser sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura, que incluye sus prácticas del uso ancestral medicinal y ceremonial por el conocimiento de las propiedades de la fauna y flora.

Con apoyo de organismos no gubernamentales conformar redes de apoyo para la reducción de riesgos y gestión de daños en especial con población en condición de calle, considerando que el Estado les garantice el pleno ejercicio de sus derechos. 

3.
Generar un modelo de intervención legal y terapéutica para consumidores problemáticos.

Orientar las acciones de los operadores de justicia como la Fiscalía General del Estado, el Consejo de la Judicatura, el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, para priorizar las detenciones y proteger a las personas consumidoras de drogas, del uso excesivo de la fuerza y otros abusos que atenten a su dignidad y seguridad.
Realizar abordajes terapéuticos a: niñas, niños y adolescentes afectados por el consumo problemático de drogas considerados como víctimas, ofrecerles servicios de fácil acceso para el tratamiento, rehabilitación y reintegración social y adoptar medidas de protección penal, debido a los factores psicosociales, físicos y de identidad; por lo que requieren de una protección especial al encontrarse en una etapa de conformación de su personalidad.

4.
 Operativización de capacitación en prevención integral en los diversos ámbitos de prevención integral de drogas.

Promover un re-aprendizaje social a los profesionales multidisciplinarios, involucrados en el fenómeno socioeconómico de las drogas, que les conduzca a una práctica abierta, inclusiva, empática e imparcial, en torno a los aspectos multicausales del fenómeno. 

Diseñar e implementar proyectos generales y específicos, enmarcados en evidencia científica, o buenas prácticas nacionales e internacionales, que sean sostenibles y continuos, que sobrepasen los períodos de los gobiernos, con el propósito de lograr resultados en la comunidad, basados en el respeto de la autonomía de las personas, habilidades sociales y de sus derechos humanos.

Realizar centros de escucha y grupos de apoyo dirigido a las mujeres consumidoras de drogas como un grupo de la población que vive una doble situación de vulnerabilidad. En virtud de tal condición, ellas de manera frecuente sufren discriminación por su género y a su vez, por su relación con las drogas. Esta doble discriminación resulta en importantes problemáticas que obstaculizan el pleno disfrute de sus derechos humanos. En este sentido, las mujeres y niñas con consumo problemático de drogas, tienen derecho a acceder a servicios de atención y tratamiento que tomen en cuenta sus necesidades específicas, como el caso de embarazo. 

Consecuentemente, el derecho internacional, ha consagrado que todos los derechos humanos son importantes para cada individuo, desde sus etapas y ciclos de vida, inmersos en las condiciones adecuadas, por ello se busca la justicia como sinónimo de un manual de convivencia, para poder convivir en paz y libertad.

LINK:

https://www.controlsanitario.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/01/Ley-Organica-de-Prevencion-Integral-del-Fenomeno-Socio-Economico-de-las-drogas-y-de-regulacion-y-control-del-uso-de-sustancias-catalogadas-sujetas-a-fiscalizacion_Ley-0.pdf
El Ministerio del Interior, ente rector de la seguridad ciudadana y convivencia social pacífica en el marco del respeto de los derechos y libertades fundamentales, forma parte del “Comité Interinstitucional de Prevención Integral del Fenómeno Socio Económico de las Drogas y Regulación y Control de uso de Sustancias Catalogadas Sujetas a Fiscalización1”, presidido por el Ministerio de Salud Pública, que tiene como competencia la formulación, coordinación y articulación de las políticas públicas relacionadas con el fenómeno socio económico de las drogas; y evaluación del cumplimiento de las metas y objetivos institucionales de la Secretaría Técnica de Drogas.

El Comité, conformado por el Ministerio de Inclusión Económica y Social, Deporte, Justicia, Educación, Interior, y que cuenta con la participación de otros Ministerios como Finanzas, la Secretaría Técnica de Juventudes, Trabajo y la Senplades, trabaja en tareas de servicio ciudadano, programas de capacitación en prevención del consumo de drogas en entornos educativos, laborales, entre otros, como emitir permisos y guías de transporte de productos químicos y materias primas para el desarrollo de industrias legalmente constituidas.
Con este antecedente, cabe informar que el Ministerio del Interior a través de la Subsecretaría de Administración y Control de Sustancias Catalogadas Sujetas a Fiscalización, cumple con lo siguiente:
· Aplica la normativa inherente al control y administración de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, mediante el desarrollo y ejecución de planes y proyectos que permitan evitar el desvío de dichas sustancias para el procesamiento ilícito de drogas.

· Recibe en depósito, custodia, resguarda, administra y destruye sustancias catalogadas sujetas a fiscalización provenientes de procesos penales y administrativos, mediante la aplicación de los procedimientos establecidos en la normativa vigente para prevenir el uso ilícito de las mismas.
· Regula y controla las actividades relacionadas con la producción, importación, exportación, comercialización, almacenamiento, distribución, transporte, prestación de servicios industriales no farmacéuticos, reciclaje, reutilización y uso de sustancias catalogas sujetas a fiscalización, a través de la verificación del cumplimiento de la normativa pertinente para garantizar su uso lícito y prevenir el desvío de las referidas sustancias.

Bajo este marco, el Ministerio del Interior, ha trabajado permanentemente en el control a las diferentes instituciones y empresas, respecto al flujo de químicos que importan y producen otras materias primas, a fin de que no se destine a los laboratorios de procesamiento de drogas.

En cuanto a la destrucción de las sustancias sujetas a fiscalización incautada, el Ministerio del Interior emplea dos mecanismos. El primero es la encapsulación que consiste en pulverizar las drogas, después ingresa en un mixer industrial donde se mezcla con cemento, cal, desperdicios de todo tipo, como medicina caducada, el resultado de la mezcla es concreto. El segundo método es la incineración de la droga, este procedimiento se realiza en una empresa de gestión ambiental, los paquetes de narcóticos se introducen con la ayuda de una pala metálica, en un incinerador industrial. Como resultado, en el año 2022, se destruyó un total 216 toneladas, frente al año 2021 que fueron 143 toneladas.

Por su parte, la Policía Nacional del Ecuador, cuenta con la Dirección Nacional de Investigación Antidrogas, que tiene como misión investigar los delitos relacionados a la producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización y delitos conexos, conforme lo dispone la autoridad competente y la normativa legal vigente. Esta Dirección cuenta con el Departamento de Capacitación y Prevención Antidrogas, dependencia que realiza diferentes campañas de Prevención del Uso indebido de Drogas, elabora permanentemente material publicitario, y ejecuta permanentes programas de capacitación en establecimientos educativos a nivel nacional, en prevención del tráfico y consumo de sustancias controladas.

Es menester manifestar que la Policía Nacional frente a la problemática mundial de las drogas, orienta su actuación bajo los conceptos de seguridad ciudadana, respeto al debido proceso y a las garantías constitucionales, con estricto apego a la Constitución de la República, tratados y convenios internacionales de derechos humanos ratificados por el Ecuador, con el fin de garantizar el buen vivir de todos los ciudadanos y ciudadanas

En relación a lo señalado en la Resolución del Consejo de Derechos Humanos: “ […] Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempeño de sus funciones, deben respetar y proteger la dignidad humana y mantener y defender los derechos humanos de todas las personas, incluido el derecho a la vida, el derecho a la seguridad de la persona, la prohibición de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental y la prohibición de la detención y el encarcelamiento arbitrarios […] Medidas para prohibir las prácticas discriminatorias en el arresto y la detención de miembros de grupos vulnerables y marginados en sus esfuerzos de control de drogas.
Al respecto, el Ministerio del Interior y la Policía Nacional del Ecuador contribuyeron activamente con observaciones y recomendaciones al Proyecto de Ley Orgánica que regula el uso legítimo de la fuerza, la misma que fue Aprobada por la Asamblea Nacional el 07 de junio de 2022 y publicada en el Registro Oficial 131 de 22 de agosto de 2022, con la finalidad de cumplir con la misión institucional: “atender la seguridad ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio nacional”. La aplicación de la Ley se rige por los principios previstos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos, de la dignidad humana, protección a la vida e integridad personal.

Cabe indicar que el Art. 12 de la Ley establece la prohibición expresa de tortura, ninguna servidora o servidor de las entidades reguladas en esta Ley, podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, sufrimiento físico o psicológico. 

Finalmente, el Art. 3 literal h. de la Ley Orgánica que regula el uso legítimo de la fuerza, establece como una finalidad que las servidoras y servidores de la Policía Nacional, de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, establezcan mecanismos de rendición de cuentas frente a violaciones de derechos humanos por la inobservancia de la Ley, garantizando el derecho a la verdad y el deber de reparación a las víctimas.

